TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA


Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos


Pereira, ocho de julio de dos mil nueve.

Acta No. 306 del 8 de julio de 2009.

Expediente No. 66001-22-13-003-2009-00065-00


Procede la Sala a decidir en primera instancia sobre la acción de tutela instaurada por el señor Álvaro Hernando Ríos Aguirre contra el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Pereira, a la que fueron vinculados los señores Jorge Rodrigo, Martha Elena y Luís Guillermo Ríos Aguirre y María Eugenia Aguirre de Ríos.

A N T E C E D E N T E S


Como se deduce de los hechos relatados en el escrito con  en el que se promovió la acción, encuentra el demandante lesionado el derecho a un debido proceso en la decisión adoptada por el juzgado accionado, por medio de la cual autorizó al administrador de la comunidad  entregar los bienes bajo su cuidado a una agencia inmobiliaria.  Considera que en tal forma se desconoce el contenido del inciso 2º del artículo 485 del Código de Procedimiento Civil que le impide delegar y en consecuencia, incurrió en vía de hecho por defecto procedimental. 


Solicita se ordene al juzgado accionado revocar la providencia en la que encuentra el agravio y se ordene al administrador de la comunidad retirar los bienes de la agencia de arrendamiento.

La demanda se admitió por auto del 25 de junio de este año. Posteriormente se ordenó integrar el contradictorio con Jorge Rodrigo, Martha Elena y Luís Guillermo Ríos Aguirre y María Eugenia Aguirre de Ríos. 

La funcionaria accionada, al ejercer su derecho de defensa, solicitó se negara el amparo solicitado porque la decisión adoptada,  no constituye una vía de hecho ni viola el debido proceso y porque al demandante se le han otorgado  las oportunidades procesales para “presentar la inconformidad de las actuaciones del administrador, mismas que fueron tramitadas y revisadas por este despacho”.


Las demás personas citadas, no se pronunciaron.

C O N S I D E R A C I O N E S
El objeto de esta especial acción es proteger de manera  inmediata los derechos constitucionales fundamentales, de acuerdo con el artículo 86 de la Constitución Nacional, cuando quiera que sean amenazados o vulnerados por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos que reglamenta el artículo 42 del decreto 2591 de 1991.

La Corte Constitucional en sentencia C-543 de 1992 declaró inconstitucional el artículo 40 del Decreto 2591 de 1991 que autorizaba la tutela contra providencias judiciales. A pesar de ello, ha enseñado que el amparo resulta procedente cuando se incurra en una vía de hecho, concepto que se ha desarrollado a lo largo de su jurisprudencia:

“(...) la Sala considera pertinente señalar que el concepto de vía de hecho, en el cual se funda la presente acción de tutela, ha evolucionado en la jurisprudencia constitucional… 

“Este avance jurisprudencial ha llevado a la Corte a reemplazar ‘(…) el uso conceptual de la expresión vía de hecho por la de causales genéricas de procedibilidad.’ Así, la regla jurisprudencial se redefine en los siguientes términos,

“Por lo anterior, todo pronunciamiento de fondo por parte del juez de tutela respecto de la eventual afectación de los derechos fundamentales con ocasión de la actividad jurisdiccional (afectación de derechos fundamentales por providencias judiciales) es constitucionalmente admisible, solamente, cuando el juez haya determinado de manera previa la configuración de una de las causales de procedibilidad; es decir, una vez haya constatado la existencia de alguno de los seis eventos  suficientemente reconocidos por la jurisprudencia:  (i) defecto sustantivo, orgánico o procedimental;  (ii) defecto fáctico;  (iii) error inducido;  (iv) decisión sin motivación,  (v) desconocimiento del precedente y  (vi) violación directa de la Constitución”


La procedencia del amparo frente a decisiones judiciales, en razón al principio de la autonomía judicial, está pues supeditada a la configuración de alguno de los eventos citados. Únicamente frente a circunstancias de esa naturaleza puede el juez de tutela modificar una decisión judicial con el fin de  garantizar el respeto a los derechos fundamentales. 


La  jurisprudencia de la Corte Constitucional además ha enseñado  que la acción de tutela no es vía alterna para modificar las interpretaciones judiciales que en el marco de su autonomía e independencia hacen los jueces, autorizados por el artículo 230 de la Constitución Nacional, a no ser que en su ejercicio se configure una vía de hecho. 

“…frente a las interpretaciones que realizan las diferentes autoridades judiciales en sus providencias, la intervención del juez constitucional es muy limitada y excepcional pues se encamina a comprobar que la actuación es tan arbitraria que ha desbordado el principio de autonomía judicial en perjuicio de los derechos fundamentales de alguna de las partes de la litis. Esta proposición fue desarrollada en la Sentencia T-1222 de 2005 en los siguientes términos:

“(...) En este sentido, no sobra indicar que, en todo caso, los jueces civiles son intérpretes autorizados de las normas que integran esta rama del derecho y el juez constitucional no puede oponerles su propia interpretación salvo que se trate de evitar una evidente arbitrariedad o una clara violación de los derechos fundamentales de las partes. En este caso el juez constitucional tiene la carga de demostrar fehacientemente la existencia de una vulneración del derecho constitucional de los derechos fundamentales como condición previa para poder ordenar la revocatoria de la decisión judicial impugnada.

“En suma, ante una acción de tutela interpuesta contra una decisión judicial por presunta arbitrariedad en la interpretación del derecho legislado —vía de hecho sustancial por interpretación arbitraria— el juez constitucional debe limitarse exclusivamente a verificar que la interpretación y aplicación del derecho por parte del funcionario judicial no obedezca a su simple voluntad o capricho o que no viole los derechos fundamentales. En otras palabras, no puede el juez de tutela, en principio, definir cuál es la mejor interpretación, la más adecuada o razonable del derecho legislado, pues su función se limita simplemente a garantizar que no exista arbitrariedad y a proteger los derechos fundamentales y no a definir el sentido y alcance de las normas de rango legal.

“Adicionalmente, bajo los mismos parámetros, la Sentencia T-1108 de 2003(43) clasificó el conjunto de situaciones en las cuales es posible engendrar la arbitrariedad de una interpretación y, por tanto, el asomo de un defecto material o sustantivo:

“Así las cosas, y teniendo presente la Sentencia T-441 de 2003, la procedibilidad de la tutela contra sentencias judiciales, por razones interpretativas, se limita a una de cuatro situaciones:

“a) Se interpreta un precepto legal o constitucional en contravía de los precedentes relevantes en la materia o se aparta, sin aportar suficiente justificación.

“b) La interpretación en sí misma resulta absolutamente caprichosa o arbitraria.

“c) La interpretación en sí misma resulta contraria al ordenamiento constitucional, es decir, la propia interpretación es inconstitucional.

“d) La interpretación, aunque admisible, conduce, en su aplicación, a resultados contrarios a la Constitución, como, por ejemplo, conducir a la violación del debido proceso constitucional.

“Para concluir, en la sentencia bajo cita se insistió en que la interpretación de las disposiciones aplicables a un proceso corresponde de manera exclusiva al juez ordinario. Por ello, recalcó que sólo en las anteriores situaciones, siempre que la anomalía sea plenamente demostrada por el demandante, podrá intervenir el juez constitucional a través de la acción de tutela…..”

Están pues los jueces autorizados para interpretar las normas en las que edifican sus decisiones y por ende, el  ejercicio de tal facultad no constituye una vía de hecho que justifique la intervención del juez constitucional cuando sus apreciaciones no coinciden con las de las partes, a menos de revelarse arbitrarias, abusivas o caprichosas, en los términos indicados en la jurisprudencia antes transcrita.  

Tal como se infiere de los argumentos planteados por el accionante, éste encuentra la naturaleza de la lesión al derecho que considera vulnerado en la decisión adoptada por la funcionaria demandada, contenida en el auto de fecha 1º de abril de 2009, por medio del cual autorizó al señor Rodrigo Ríos Aguirre, administrador de unos bienes aprisionados en proceso que en ese juzgado se tramita, para entregarlos en arrendamiento, decisión que confirmó mediante proveído del 8 de mayo siguiente.

Para adoptar tal determinación, se fundamentó la citada funcionaria en el artículo 485 del Código de Procedimiento Civil que en el inciso 2º textualmente dice: “El administrador representará a los comuneros en los contratos de tenencia, percibirá las rentas estipuladas y recibirá los bienes a la expiracíon de ellos. Tendrá las obligaciones del secuestre, y podrá ser removido  por las mismas causas que éste” y consideró que como el administrador designado tiene las mismas obligaciones del secuestre “podrá ejercer actos legales que garanticen la buena administración de los bienes dejados bajo su custodia”.  En la providencia por medio de la cual resolvió el recurso de reposición que se interpuso contra esa providencia, adujo la misma funcionaria que no está prohibido al administrador entregar a una oficina inmobiliaria  los bienes de la comunidad, razón por la cual mantuvo su decisión inicial.

La interpretación que del precepto transcrito realizó la funcionaria de primera instancia en relación con los actos que podía ejecutar el administrador de una comunidad, para autorizarlo delegar en una oficina inmobiliaria el arrendamiento de los inmuebles bajo su cuidado, resulta racional y seria, sin que se  vislumbre situación excepcional en su análisis que justifique la intervención del juez constitucional, toda vez que la conclusión a que sobre el punto llegó no se torna caprichosa o arbitraria, ni contraria al ordenamiento constitucional.

Modificar la providencia porque el demandante no está de acuerdo con ella, implicaría invadir la independencia del juez, la desconcentración y autonomía que caracterizan la administración de justicia, de acuerdo con el artículo 228 de la Constitución Nacional. Por tanto, el amparo reclamado será negado.

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Civil-Familia, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley, 

R E S U E L V  E  :

1°.-  NEGAR la tutela solicitada por el señor Álvaro Hernando Ríos Aguirre contra el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Pereira, a la que fueron vinculados los señores Jorge Rodrigo, Martha Elena y Luís Guillermo Ríos Aguirre y María Eugenia Aguirre de Ríos.
2. Notifíquese lo aquí decidido a las partes al tenor del artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

3. De no ser impugnada esta decisión, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión, conforme lo dispone el artículo 32 del referido decreto.

Cópiese, notifíquese y cúmplase

Los Magistrados,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS


                  GONZALO FLÓREZ MORENO




JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO
� Sentencia T-453 de 2005


� Sentencia T-428 de 2007, MP. Clara Inés Vargas Hernández
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